Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar la Carpeta N* 807/2007, relativa al abuso de funciones 
en casos no previstos especialmente por la ley. Se deroga el artículo 162 del Código Penal. Esta 
disposición viene con exposición de motivos del señor Senador Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En relación a este tema, correspondería pedir algún informe y, quizás, 
realizar una reseña de opiniones con respecto a este delito tan controvertido, no de ahora sino desde 
siempre. Me parece que eso sería lo más atinado. Por otra parte, no tiene que ver con ningún caso en 
particular, pero es evidente que el tema está en el debate público, sobre todo, por los criterios 
jurisprudenciales, los cuales han avanzado. Durante muchos años hubo una aplicación muy pacífica y 
moderada de éstos, y en los últimos tiempos han aparecido otros criterios. Y van cayendo muchas 
situaciones de hecho, no realmente delictivas, debajo de este delito que, por sus propias 
características de ser una suerte de embudo, genera esa situación. 


De modo que, tal como hacemos habitualmente, podríamos obtener dos o tres consultas de 
diversos técnicos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Comparto el planteo de realizar diversas consultas. Inclusive, creo que es 
elemental que la Comisión que está tratando las modificaciones del Código Penal -como sería en este 
caso, la eliminación de un artículo- tenga como insumo este tema para trabajar, porque me parece que 
esa es la tarea específica de esa Comisión. 


No obstante ello, hace mucho tiempo que vengo estudiando el tema -que no es de mi 
especialidad académica- y sería partidario de modificar este artículo, precisando algunos de sus 
vocablos a los que los Jueces ya le han dado una significación bastante especializada. Por ejemplo, el 
“abuso” y los “actos arbitrarios” han sido desarrollados con mucha precisión y creo que en los casos en 
que ha habido procesamientos se ha sido cuidadoso. Si incorporáramos expresamente en el artículo la 
manera en que los Jueces han desarrollado el concepto de abuso para su tipificación, se podría 
convertir en un artículo mucho más específico de lo que hoy es. 


Hay que aclarar que el Código Penal uruguayo, sin duda, puede tener influencias del Código 
fascista italiano, aunque lrureta Goyena, cuando redactó este Código -que había sido encomendado al 
Colegio de Abogados, que lo delegó en este importante jurista- en sus notas y en sus explicaciones 
incluyó una lista bastante importante de depuraciones que hizo de lo que venía de Italia, precisamente 
por razones vinculadas a la ideología predominante en Europa -en Italia y en Alemania- en esa época. 
Entonces, si bien es cierto que se le puede haber escapado algo -o que tal vez haya algún reflejo 
subjetivo de algo que le pueda haber gustado- también lo es que quitó de ese Código Penal algunas 
cosas que consideraba ostensiblemente producto de la ideología fascista. 


Por otro lado, desde hace más de quince años -probablemente desde 1987- la legislación 
penal uruguaya se ha ido nutriendo de disposiciones, algunas de las cuales tienen mucha más 
amplitud que esta. Basta leer las normas anticorrupción para darse cuenta de ello. Por ejemplo, el uso 
de la información privilegiada, que es considerado delito, es mucho más amplio y más vago que lo que 
estamos analizando. 


Simplemente quiero adelantar que soy partidario de que este artículo tenga una redacción 
más precisa que la actual, es decir, que no deje a los Jueces la posibilidad de interpretaciones 
variadas, que no son buenas en materia de tipificación penal -aunque sí pueden serlo en otras 
materias- en la que, cuanto más estricto se sea, más garantías habrá para la sociedad y para los 
procesados, acusados o indagados. 


No creo que haya que eliminar esta norma, porque llena un vacío importante. Personalmente, 
he estado revisando -con conocimientos estándar de Derecho Penal, porque no es mi especialidad, 
reitero- la legislación penal más moderna -puedo aportarla luego, aunque se saca de Internet; no es 
ningún misterio- y pude comprobar que la mayoría de los Códigos Penales aprobados después de 
1980 contienen normas con amplitud como ésta. Incluso, en materia de normas anticorrupción Uruguay 
ha aprobado algunas con gran amplitud y, quizás, merecedoras de una precisión. 


De todos modos, y más allá de consultas específicas que la Comisión pueda hacer a 
penalistas, me parece que habría que añadir que la Comisión que estudia las modificaciones al Código 
Penal debe tener este insumo para su trabajo, pues creo que podríamos generar desacomodos como 
el que intenté señalar si, de manera muy suelta, vamos sacando o poniendo normas, y después la 
Comisión hace un pronunciamiento contradictorio. Por lo tanto, yo buscaría un mecanismo de 
coordinación. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece bien analizar el proyecto de ley y hablar con los integrantes de la 
Comisión, porque entiendo que tiene que haber una sincronización si, tal como lo establece la ley, se 
va a llevar a cabo un estudio de todas las normas penales. 


Adelanto que no soy partidario de derogar el artículo -independientemente 
de que después la Bancada oficialista reflexione sobre el tema- sino que, personalmente, prefiero 
hacerle las modificaciones necesarias para que sea más preciso, así como a otros que incorporen 
cosas no mencionadas en éste, a fin de que sean incluidas específicamente como delitos penales. 


Por supuesto, cada uno tendrá su propia opinión acerca de lo que han determinado los 
Jueces sobre este tema, pero lo cierto es que en varias oportunidades se ha tipificado con esta figura 
penal situaciones absolutamente inexplicables de manejo de los dineros públicos, que le han 
ocasionado un verdadero perjuicio a la Administración; inclusive, se han presentado volúmenes de 
consumo de combustible que no es posible que un ser humano pueda gastar aunque esté todo el día 
andando en el auto. No quisiera que por el hecho de que el artículo no es preciso le quitemos 
herramientas a los Jueces, cuando a la vista está que se ha cometido un delito en el manejo de los 
dineros públicos. Esto es notorio y, por lo tanto, hay que estudiarlo. 


Creo que debemos avanzar en precisar la norma, hablar con la Comisión correspondiente y, 
llegado el caso, ajustar su redacción. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero señalar mi conformidad con que se requiera la opinión de especialistas, 
sin dejar de reconocer la existencia de una Comisión, creada en el marco de la Ley de Modernización y 
Humanización del Sistema Carcelario, que está funcionando, por lo que en este sentido coincido con 
los miembros de la Comisión de Transporte y Obras Públicas -que tiene a estudio una serie de 
disposiciones que crean figuras delictivas nuevas- en que sería mejor pasar el tema a su consideración 
para, eventualmente, remitirlo a la Comisión que está estudiando la reforma del Código Penal en forma 
más sistematizada y con una visión más general de toda la temática penal, a fin de no hacer 
correcciones en cada uno de los temas. 


Es claro que el señor Senador Sanguinetti considera apropiado derogar definitivamente una 
figura delictiva demasiado genérica, que puede abarcar cualquier tipo de conducta, por lo que no hay 
nada que quede fuera de esta tipificación, y estoy de acuerdo con que es una figura delictiva residual, 
muy ambigua, que no ofrece garantías en esa materia. Hemos observado que ha habido una evolución 
jurisprudencial en esta materia. Por ejemplo, hay un fallo reciente de la Suprema Corte de Justicia por 
el que, en casación, por mayoría, acaba de decretar la nulidad de un conocido caso de un Director de 
Aduanas que fue procesado y privado de su libertad durante varios meses. Ese es el caso de una 
aplicación que causó innegables perjuicios a un hombre público, como consecuencia de una figura 
delictiva demasiado genérica, residual. 


Consideramos que no puede seguir como hasta ahora; podemos discrepar en cuanto a la 
necesidad de derogarlo o modificarlo, pero ninguno de los aquí presentes tenemos dudas de que no 
puede quedar así. Eso está fuera de discusión. Ahora lo tenemos en plena aplicación en casos que 
están a consideración de esta Comisión, lo que se agrega como elemento adicional para un 
tratamiento muy profundo del tema. Pero está vigente, aunque sea malo, al igual que figuras delictivas 
como la sedición y otras que han sido cuestionadas en estos tiempos, como la extensión de la 
defraudación. En los últimos tiempos ha habido cantidad de denuncias promovidas por la Dirección 
General Impositiva ante situaciones en las que personalmente no advierto delito, pero los Juzgados se 
están llenando de denuncias en ese terreno. 


Creo que hay mucho para corregir en esta materia; hay ambigúedad en muchas figuras 
delictivas. Por ello, hacemos bien en ocuparnos de estos temas, aun cuando fuese para requerir todas 
las opiniones que fuera menester. Considero que debemos de hacerlo así y, luego, actuaremos en 
consecuencia, según lo que cada uno entienda conveniente. 


SEÑOR BRECCIA.- Tomando como base las manifestaciones del señor Senador Moreira, voy a 
expresar algún matiz con relación a la opinión de algunos de los señores Senadores que me 
precedieron en el uso de la palabra. 


Creo que hacemos mal en ocuparnos de este tema ahora, me parece que el planteo es 
inoportuno. Quiero ser absolutamente cuidadoso en lo que voy a manifestar porque de ninguna manera 
quiero que mis palabras aparezcan como un agravio -no está en mi espíritu- hacia la persona o actitud 
del señor Senador Sanguinetti, que es quien ha propuesto esta derogación. En este momento de la 
vida política del país, donde todos sabemos que estamos enfrentados a situaciones que, en general, 
los Jueces o Fiscales entienden comprendidas dentro de este delito de abuso de funciones, que el 
sistema político dé la señal de que se pretende su derogación no es bueno, más aún -tal como lo han 
dicho otros señores Senadores- cuando tenemos una Comisión Especial dedicada a la reforma del 
Código Penal creada por la Ley de Modernización y Humanización del Sistema Carcelario. Esta 
Comisión está trabajando bien, con un plazo predeterminado que vence a fines de este año, integrada 
por prestigiosas figuras del ámbito jurídico y a la que, obviamente, podemos hacer llegar esta inquietud 
pero, reitero, como inquietud y no como un proyecto porque en este momento carece del don de la 
oportunidad; es inoportuna. Esto es lo que quería manifestar en cuanto al marco general en que se 
presenta este proyecto. Creo que el artículo 162 en sí mismo -no debería entrar en estas 
consideraciones ya que adelanté mi opinión en el sentido de que considero inoportuno su tratamiento- 
contrariamente a lo que se ha manifestado en general, es una norma que no carece de precisión, ya 
que está absolutamente definida la figura del funcionario público, así como también está determinado 
lo que significa el abuso de un cargo. En este sentido, podemos decir que es tan específico decir 
“quien con abuso de su cargo” como expresar “el que con engaños o maniobras artificiosas”, tal como 
reza el artículo 347 del Código Penal. Las definiciones en el Código Penal son de ese tenor y creo que 
están correctas. El artículo que estamos considerando también se refiere a cometer u ordenar 
cualquier acto arbitrario y, en este sentido, considero que la arbitrariedad es un concepto jurídico 
perfectamente definible, más aún cuando nos encontramos en el ámbito del Derecho Público, donde 
rige el principio de legalidad, es decir que está permitido exclusivamente lo ordenado por ley, y no 
como sucede en el Derecho Privado cuyo principio básico es que todo lo que no está prohibido está 
permitido. 


Concretamente, entiendo que esta norma no carece de especificidad y, en todo caso, si de 
algo puede pecar, no será más de lo que pueda suceder con otra cantidad de artículos del Código 
Penal que, sin embargo, son de pacífica aplicación. Reitero que creo inoportuno su tratamiento, 
aunque no me niego a ello, pero era mi deber informarlo así. Pienso que es mucho más saludable que 
enviemos los antecedentes de esta discusión a la Comisión encargada de la reforma del Código Penal, 
que esperemos su opinión y, en todo caso, sobre esta base, podremos ingresar o no al estudio 
específico de este proyecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Comparto el planteo realizado en cuanto a trasladar este asunto a esa 
Comisión, tal como hemos hecho con otras iniciativas. Por ejemplo, personalmente hice llegar el 
proyecto de ley que presentamos, por el cual se modifica el Capítulo del Código Penal relativo a los 
delitos sexuales. 


Por otro lado, deseo informar que estamos haciendo los trámites correspondientes -y, quizás, 
sería bueno que la Comisión nos acompañara- para que ambas Comisiones -tanto la que trata las 
modificaciones al Código Penal, como la que estudia los cambios al Código de Procedimiento Penal- 
puedan funcionar en el Parlamento. Hasta ahora lo hacían en el Ministerio del Interior, con bastantes 
incomodidades. Entonces, a los efectos de que puedan cumplir con el plazo previsto, nos hemos 
puesto en contacto con el señor Presidente del Senado, con la pretensión de que se les brinde el 
espacio necesario y se les asigne una Secretaría de modo que puedan continuar desarrollando su 
trabajo. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Deseo señalar que no veo inoportuno un debate o consideración de esta 
naturaleza. Precisamente, el hecho de que haya un estado público sobre la cuestión, lejos de 
inhibirnos, nos impone estudiar el asunto. Ha habido opiniones de magistrados y ex magistrados muy 
claras sobre este tema. Recién el señor Senador Moreira hacía alusión a una sentencia que no deja 
dudas. Me refiero a lo que sucedió con un Director de Aduanas, quien pagó horas extra con una partida 
destinada al pago de viáticos. En una palabra, se trataba de una partida destinada al pago de 
remuneraciones personales. Estas actividades a favor de la Administración se habían cumplido y, 
urgido por una situación de penuria financiera, destinó esos fondos a ese pago para poner al día la 
contabilidad. Eso fue considerado arbitrario, abuso de funciones y no sólo se procesó a dicho Director 
de Aduanas, sino que se lo envió a prisión cometiendo, a mi juicio, un abuso de opinión el propio Juez. 
Eso podrá ser ilegal o una falta administrativa, pero cuesta verle la calificación penal cuando, en 
realidad, no hubo un perjuicio directo a la Administración ni un beneficio personal del funcionario. Por el 
contrario, todo fue cometido con la intención de beneficiar a la Administración, aun con error. La 
esencia del Derecho Penal liberal no se ha borrado ni se ha cambiado y, por lo tanto, el elemento dolo, 
la intencionalidad, sigue siendo su base. 


En los últimos tiempos ha habido calificaciones, a mi juicio, notoriamente erróneas y usos 
abusivos de esta interpretación. Naturalmente, en otros casos podrá haberse ajustado más al espíritu 
de la ley, pero el hecho es ese. 


Por tales circunstancias, entiendo que el tema merece una discusión y una consideración. El 
delito figura en el Código Penal desde hace años y se ha aplicado con frecuencia relativa. Recién en 
los últimos años se han cambiado los criterios y se le ha dado una amplitud que termina en la 
inespecificidad del acto incriminado, es decir, puede ser casi cualquiera cosa, tanto como la que acabo 
de describir: que una partida destinada al pago de personal se destine al pago de personal para tareas 
urgentes y necesarias que específicamente se cumplen y, sin embargo, luego sea considerado un 
delito. 


Entonces, creo que es oportuno discutir este asunto, y no me parece mal que esta Comisión 
sea la que lo considere, ya que hemos actuado de esa forma en otros casos. No obstante, entiendo 
que sería bueno, de algún modo, urgir a la Comisión, a los efectos de que, incluso, nos informe acerca 
del punto en que se encuentra su trabajo, lo cual es muy importante para nuestra Comisión de 
Constitución y Legislación. Quiere decir que sería bueno conocer cuál es el horizonte temporal en el 
que se está trabajando, porque si bien hay un plazo ya fijado, también existe una tarea sobre la que no 
sabemos cuánto se ha adelantado ni cuál es el criterio de los miembros de la Comisión sobre el tema. 


Vuelvo a decir que me parece bueno escuchar lo que hay para decir sobre este asunto, pero 
también creo que considerar esta situación es de suma importancia, puesto que se trata de un proceso 
que no podemos ignorar, sobre el que hemos hablado en Sala y que no se ha dado solamente en el 
Uruguay. Considero que existe una judicialización de la política, en virtud de la cual las imperfecciones, 
el debate o los resquebrajamientos del propio sistema político colocan al Poder Judicial en el papel de 
árbitro. Inevitablemente, ese proceso nos lleva a una politización de los criterios judiciales; incluso, las 
sentencias publicadas últimamente parecen más discursos políticos que sentencias judiciales. Aclaro 
que estoy hablando de dos o tres de esas sentencias que he leído en los diarios, sin haber realizado un 
estudio de mayor profundidad, en las que los Jueces intervinientes han realizado apreciaciones 
estrictamente políticas y no referidas a la aplicación de la ley sobre un determinado hecho. 
Concretamente, he visto que se trataba de consideraciones de carácter general, sobre la situación del 
país, sus crisis y sus momentos de tranquilidad o inquietud. Evidentemente, estamos hablando de 
situaciones que van mucho más allá del Derecho. 


En definitiva, me parece que sería bueno -como primer paso y si así lo determina el criterio 
de la Comisión- invitar a los miembros de la Comisión revisora del Código para que nos informara 
sobre su trabajo -cosa que considero muy útil- y de paso se nos diga si se puede adelantar o no alguna 
opinión sobre los dos proyectos que hemos ido enviando y también sobre esta tercera iniciativa que 
les remitiremos próximamente. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero decir que he escuchado declaraciones públicas de los miembros de la 
Comisión en virtud de las que se promueve la derogación del artículo que estamos considerando. Creo 
que tampoco se trata de un tema de estricta reserva o que deba generar excesiva quisquillosidad. 
Incluso, he escuchado en un programa matutino de radio al profesor Cagnoli afirmar que se había 
equivocado al considerar que el artículo estaba bien y que ahora entendía necesario derogarlo. 


SEÑOR BRECCIA.- No es mi intención continuar con la discusión acerca de si es oportuno o no tratar 
este proyecto de ley, porque en definitiva se trata de un asunto estrictamente opinable. Por lo tanto, 
todo lo que signifique, de alguna manera, no ingresar a la consideración específica del articulado -que, 
por otra parte, es uno solo- pero sí recabar la opinión de la Comisión para la Reforma del Código 
Penal, va a contar con mi apoyo. 


El señor Senador Sanguinetti, en su exposición, ha planteado dos temas -aunque no lo hace 
explicitamente- que considero muy interesantes y constituyen aspectos sobre los cuales deberíamos 
reflexionar. Uno de ellos refiere a que este artículo se vincula directamente con la aplicación de esa 
intrincada maraña de normas que conforman el TOCAF y el TOFUP, que muchas veces coartan, 
coaccionan, aprisionan y estrechan los márgenes de actuación de la Administración, de manera tal que 
me llevan a admitir la necesidad del administrador de intentar eludir su aplicación, lo que, en definitiva, 
implica un apartamiento de dichas normas legales. 


Quiere decir que allí hay una tarea de fondo a la cual todos hemos dicho estar resueltos a 
abocarnos -pero que va lentamente- y que es la reforma de esos verdaderos Códigos de la actuación 
administrativa. 


El segundo tema que de alguna manera tocó el señor Senador Sanguinetti, refiere a que el 
procesamiento en sí -y eso lo sabemos todos los que aquí actuamos- no significa otra cosa que sujetar 
a alguien a un proceso, es decir, estudiar si efectivamente esa persona merece o no ser 
responsabilizada por algún reato. La cuestión realmente grave es que además de estar sujetas a 
proceso, esas personas sean sometidas a prisión. Lo que acá sucede es que el procesamiento sin 
prisión implica, en cualquier caso, una sanción muchísimo menos severa que el procesamiento con 
prisión. 


(Intervención del señor Presidente, que no se oye) 


Pero, incluso públicamente, el hecho de que la persona esté sujeta a proceso pero no vaya 
presa, implica de alguna manera una sanción social mucho menos severa que el hecho de que la 
persona quede sujeta a proceso y, además, vaya presa, aunque sea quince días. Entonces, creo que 
nosotros también tenemos que tener como inquietud la revisión de las normas que establecen el 
procesamiento sin prisión o, en todo caso, las que disponen el procesamiento con prisión -y en ese 
sentido, creo que también debemos estar informados acerca del trabajo que está realizando la 
Comisión de Reforma del Código de Proceso Penal- porque allí está uno de los aspectos medulares 
de lo que aparece como una grave sanción moral y social para aquellas personas sujetas a proceso. 


Muchas gracias. 


SEÑOR KORZENIAK.- Mi propuesta de que el tema vaya a esta Comisión tiene gran parte de su 
fundamento en la inoportunidad de que se discuta ahora, como lo planteó el señor Presidente de la 
Comisión. Entiendo que este es un tema claro, y así lo he sostenido siempre. Es público y notorio que 
hay discusión sobre este delito y también lo es que hay pedidos de desafuero. Cuando hay un caso 
pendiente en la Justicia y en Parlamento -como sucede aquí- siempre me he negado a salir a derogar 
un delito que está en juego en ese momento, que está en manos de un Juez y que todo el mundo sabe 
que es así. Lo digo con una enorme franqueza, y con esto no quiero adelantar ninguna opinión. 


A esto debemos añadir que, en materia penal -todo el mundo lo sabe- el principio del Derecho 
Penal liberal -como decía hoy el señor Senador Sanguinetti- es aquel por el que se le aplica a la 
persona -cualquiera sea la fecha de la ley- la ley más benigna. Entonces, creo que es una muy mala 
señal que el Parlamento diga “ahora nos vamos a poner a estudiar”. Sé que suena hasta doloroso para 


todos cuando se plantea la derogación de un delito en momentos en que el Parlamento tiene dos o tres 
-dos, por lo menos- pedidos judiciales de desafuero y, precisamente, una de las figuras penales es 
esta. De esa forma, el Parlamento la deroga antes de resolver sobre estos puntos. 


En ese sentido, sinceramente, comparto la idea que se expresó acerca de la oportunidad o 
inoportunidad, porque creo que, en estos casos, hay que ser muy cuidadoso con el Poder Judicial, que 
tiene sus defectos -no sé si más o menos; creo que menos que el Poder Legislativo- y se equivoca. Se 
acaba de citar una sentencia, aunque no seguí ese caso sino otros con los que nos tocó actuar acá, y 
fui uno de los que provocó la judicialización en un caso en que una Comisión Investigadora del 
Parlamento hizo un informe concluyente sobre la existencia de delito y una mayoría importante del 
Senado votó que no pasara a la Justicia Penal. En aquella oportunidad yo, junto con otros tres señores 
Senadores, nos levantamos, anunciamos lo que íbamos a hacer y fuimos al Juzgado, donde hicimos 
una denuncia penal como ciudadanos. Esa persona fue procesada y bien procesada. Sin embargo, 
varios de esos procesos no han tenido el mismo fin que esta casación, que no he visto, pero tengo 
entendido que ha tenido un sobreseimiento; no sé si fue una absolución o un sobreseimiento de otro 
tipo, no lo sé, no digo una ni otra cosa. No lo sé porque no lo seguí; seguí otros y, en otros casos, los 
Jueces de los Tribunales confirmaron con argumentaciones contundentes. Así como no podemos 
legislar estableciendo figuras penales al grito de la gente porque hubo tal o cual acto en tal 
Administración, tampoco podemos derogar -cuando están pendientes algunos casos que el Parlamento 
tiene que resolver y no ha resuelto- uno de los delitos por los cuales un Juez pide el desafuero. 


Lo tengo que decir con mucha franqueza. Cuando asumió el último Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia, hablé de su persona porque lo conocía, y hasta integré con él, hace muchos años - 
en la época de la dictadura- el Tribunal Superior de Penas de fútbol de salón. En esa oportunidad, el 
Club Banco República le había ganado un partido al Club Peñarol, pero este lo protestó por falta de 
ficha médica de dos de los funcionarios. Eso estaba pendiente hacía dos años y no se resolvía. En esa 
época, sus camaradas casi corren al Coronel interventor por los tres miembros del Tribunal que 
designó. 


De todos modos, me parece que no es buena señal. 


Comparto lo que decía el señor Senador Breccia. El Parlamento tiene que resolver temas en 
los cuales un Juez ha pedido esto. Honestamente, -aquí está presente el señor Senador Sanguinetti 
que fue uno de los que hizo el discurso y el otro fue el señor Senador Larrañaga- en el momento en 
que se estaba dando posesión de su cargo al Ministro de la Suprema Corte de Justicia, se planteó el 
tema de la judicialización de la política, considerando que era una persona a la que todos estábamos 
votando, y ello me pareció inoportuno. Si a mí me nombran para cualquier tribunal y me dicen eso, la 
sensación que me llevo es que me quieren dar línea aunque, sin duda, esa no fue la intención, porque 
hace tiempo que se viene hablando sobre el tema y se acuñó la expresión “judicialización de la 
política”. 


Entonces, creo que es mucho más grave que el Parlamento se meta tan directamente en una 
situación concreta, en un tema que el Poder Judicial ha planteado, cuando el Parlamento tiene su 
competencia: dar o no el desafuero. El hecho de que los políticos lleven temas a los Jueces, cuando no 
se ponen de acuerdo, me parece que es la señal más fuerte y equivocada que el Parlamento daría. Por 
eso propuse que fuera esta Comisión. Si a esa Comisión se le quiere pedir urgencia antes de su 
dictamen final, que se pronuncie sobre este y otros puntos urgentes, no tengo ningún problema. 


Espero que no sea un tema específico, donde el Parlamento esté pronunciándose por una 
vía que es soberana -como la de hacer leyes- justo cuando el Juez tiene una indagación. 


Por último, quiero terminar diciendo que los procesamientos en el sistema uruguayo -esto no 
destruye el principio de la presunción de inocencia hasta la condena- suponen la presunción de 
culpabilidad. Esto es así porque la Constitución dice que para procesar se necesita que haya 
semiplena prueba de delito. Si un Juez procesa sin semiplena prueba de delito es un mal Juez y si 
procesa y dice que presume que no cometió el delito hay que meterlo en un siquiátrico por haber 
procesado. Pienso que esta es una precisión importante. 


En suma, quiero apoyar la tesis de que no es bueno que empecemos a tratar el proyecto en 
un momento en que hay dos pedidos de desafuero. El Parlamento no cierra los ojos; dice: acá no 
tenemos la misma opinión, por lo que lo manda a la Comisión. No creo que esta sea una buena señal 
porque el Parlamento se estaría inmiscuyendo -porque es competencia del Parlamento derogar un 
artículo del Código Penal- en el tema del Poder Judicial. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero dejar planteada mi opinión. En este período legislativo, en que la 
administración es responsabilidad de mi partido, no quisiera eliminar este delito; sí comparto que hay 
que precisarlo porque es muy abierto y es nuestra responsabilidad tipificarlo con las precisiones que 
sean necesarias. 


Este es mi espíritu y quería dejar constancia de él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No creo que sea conveniente modificar la tipificación penal de la normativa 
vigente. Mi opinión es que, en primer lugar, en algunos casos hay una aplicación incorrecta de la ley 
por parte de algunos jueces, aunque no necesariamente de todos; pero, en algunos casos tengo una 
opinión personal discrepante con la forma en que se ha interpretado y aplicado la norma. En segundo 
término, considero que hay un error en las formas de administración de parte de algunos jerarcas. Una 
cosa es promover el revisionismo, a lo que todo gobernante tiene derecho, -un Gobierno que entra mira 
para atrás a ver con qué se encuentra- y, otra cosa es, como sucede en algunas circunstancias, no en 
todas, promover el revisionismo con ánimo de revanchismo y buscar un posicionamiento político de 
cierta espectacularidad en función de acciones que no son propias de un gobernante. 


Quería dejar sentada esta opinión. No me opongo al tratamiento y a la discusión porque me 
parece que en ningún caso procede oponerse al tratamiento o a la discusión de ningún tema. Con 
respecto al tema de la Comisión que está trabajando -a lo que se refirió el señor Senador Moreira- yo 
leí, no escuché, en el diario “El País” de hace aproximadamente 60 días, declaraciones del doctor 
Cairoli en las cuales señala expresamente que está discrepante con la norma vigente, no sé si es 
porque la quiere modificar o porque la pretende derogar. Pero, bueno, la Comisión traerá su 
pronunciamiento y nosotros vamos a tener la libertad suficiente para actuar como creamos 
conveniente. Yo derivaría un proyecto a esa Comisión, si no se interpreta como que es un pedido de 
estudio o una indicación, en el sentido de que se consideraría conveniente incluirlo, pero de otra 
manera no, porque estamos limitando nuestra propia independencia si cada vez que viene una norma 
penal, vinculada al proceso penal, la derivamos a la Comisión. No estoy de acuerdo con la decisión 
que tomó esta Comisión y aspiro, más adelante, en algún momento, modificarla respecto al 
procedimiento del “habeas corpus”, un proyecto de ley que presentáramos nosotros que creo que 
merece, no solamente una aprobación legislativa lo más rápido posible, sino una norma propia y no 
introducida dentro de un cuerpo como es lo que se está haciendo en materia de procedimiento penal. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Sugiero un camino que me parece importante y que es el de invitar a la 
Comisión a que nos informe sobre la marcha de sus trabajos. Esta Comisión puede haber adelantado 
mucho, poco o nada; yo no lo sé porque la información que recibo es a través de los diarios. Me 
gustaría escuchar eso y, a la vez, advertirle que le hemos enviado dos o tres proyectos -no sólo éste- 
para su estudio, por lo que si pueden adelantar una opinión que lo hagan y si no, nos dirán lo que 
tengan para decir. 


Creo que para esta Comisión de Constitución y Legislación es necesario saber qué está 
sucediendo en la Comisión Revisora para saber a qué altura estamos. El plazo ha ido transcurriendo - 
ya lleva varios meses- y se me ocurre que esto podría ser algo útil e interesante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, me he expresado en términos de conveniencia. No creo que se 
pueda sostener que la modificación de una tipificación legal sea inoportuna porque, sobre todo, 
aspiramos a que ese tipo de normas tengan determinada permanencia. Lo cierto es que esperamos 
que todas las leyes tengan relativa estabilidad y permanencia salvo aquellas que se deciden para el 
caso concreto porque las circunstancias o el tema así lo ameritan. 


Finalmente, respecto a lo que acaba de mencionar el señor Senador Sanguinetti y en función 
del tenor de la discusión en el día de hoy, parecería conveniente que la Presidencia mantenga una 
conversación con los integrantes de la Comisión a efectos de ver si, en el transcurso de los próximos 
días, podemos coordinar la comparecencia de la Comisión Revisora con el fin de tomar conocimiento 
más directo acerca de los temas y de los plazos que se están trabajando. 


SEÑOR MOREIRA.- Sabemos lo que tenemos entre manos y lo que vamos a empezar a discutir el día 
jueves. Asimismo, estoy seguro de que el señor Senador Sanguinetti, con la experiencia que tiene, no 
esperaba que la Comisión le diera su voto favorable para la derogación de este artículo en el día de 
hoy. De modo que, creo que nadie podía pensar que la Bancada del oficialismo iba a dar su aceptación 
para derogar este artículo, así como tampoco sabían qué era lo que iba a decidir la Bancada del 
Partido Nacional. Estoy seguro que ese no era el ánimo del señor Senador Sanguinetti. Simplemente, 
en el ámbito de esta Comisión, se generó una respetuosa discusión con espíritu reflexivo respecto de 
variadas opiniones. Incluso, el propio Vicepresidente de la República manifestó públicamente que esta 
era una figura muy ambigua y residual y que también era partidario de modificarla. De modo que no 
descubrimos nada cuando vemos que somos varios los que no coincidimos con esta disposición. 


Además, en el caso que nos ocupa, la calificación delictual -por lo menos la que surge del 
dictamen fiscal- no es sólo esta, ya que hay una tipificación de fraude. De modo que no estaríamos 
alivianando ninguna responsabilidad de avanzar en el estudio de esta figura delictiva; digamos las 
cosas como son. Después diremos lo que opinamos sobre este tema, pero esta no es la única que se 
ha venido aquí imputando, de modo que no creo que haya ninguna propuesta de modificarla. No se 
trata de atenuar la eventual responsabilidad o irresponsabilidad de nadie. 


En cuanto a la reflexión, quiero hacer una anotación. 


Lo que dijo el señor Senador Larrañaga en el sentido de prevenir en forma respetuosa en la 
Asamblea General la judicialización de la política, me parece muy acertado. Como viejos abogados que 
somos, Varios de los que estamos aquí presentes, nunca hemos visto Jueces que hagan 
declaraciones tan largas y contundentes, ni análisis sociológicos y económicos. No digo que esté 
prohibido, sino que, en lo personal, no me gusta demasiado; he sido abogado durante treinta y cinco 
años y antes los estilos eran otros. Entiendo que los tiempos han cambiado y que esto se puede hacer, 
pero también es cierto que algunas cosas, efectivamente, suceden. 


SEÑOR MICHELINI.- Por nuestra parte, insistimos en el tema de la Comisión porque nosotros mismos 
votamos la ley, solicitando que hubiera dos Comisiones, una encargada del estudio de las normas 
penales y, la otra, del Código de Proceso Penal. 


En ese sentido, no nos parece mal el hecho de que se concurra a esta Comisión para ver 
cómo se ha venido trabajando; a su vez, apoyaríamos el envío de los antecedentes con relación a este 
tema -a fin de que en su oportunidad pudiéramos formular las preguntas que creyéramos pertinentes- 
e, incluso, de la propia versión taquigráfica de esta sesión. De ser así, obviamente, habría que esperar 
algunos días para concretar la reunión. 


Dicho esto, señalo que en realidad pedí la palabra para referirme a otra cuestión que, debo 
confesar, no he logrado entender. 


El señor Presidente dijo que, en principio, no era muy partidario de cambiar esta norma, tal 
cual está redactada; afirmó también -si no he entendido mal- que hay algunos Jueces -no todos- que la 
aplicaron mal y que, en otros aspectos, el problema no era de un Gobierno que entrara -si es que fue 
así que lo dijo- con respecto a mirar para atrás, sino a hacer revanchismo. 


No sé si el señor Presidente nos estaba diciendo que nosotros estamos actuando con 
revanchismo, por lo que me gustaría entender bien su pensamiento para, en todo caso, dejar las 
constancias del caso. Desde ya, no quisiera que de alguna manera se tratara de insinuar que en los 
procesos penales la fuerza política que integro, como fuerza política, no está dando lealmente la lucha 


política en el terreno de las ideas, sino en otros ámbitos, porque ciertamente ese no es nuestro 
objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Felizmente el Senado de la República cuenta con un excelente Cuerpo de 
Taquígrafos, lo que permitirá al señor Senador Michelini leer la versión taquigráfica y evacuar todas sus 
dudas. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Si se me permite, quiero decir que hoy leí que el Secretario General de OSE 
reclamaba la prisión de dos Legisladores, y no se me ocurre acusar a todo un Partido Político por esa 
actitud, pues considero que hacerlo sería un agravio. De cualquier manera, al observar al Secretario de 
OSE, un funcionario administrativo, reclamar a voz en cuello la prisión de dos Legisladores, digo que 
no tengo la menor duda de que ese señor, por lo menos, cultiva el revanchismo. 


SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte, no tengo ningún problema en llevar al ámbito del Senado esta 
discusión sobre cuál es nuestro proceder, independientemente del hecho de que en todos los Partidos 
pueda haber integrantes que actúen de distinta manera. Reitero, pues, que no tengo ningún 
inconveniente en llevar el tema al Plenario, entre otras cosas, porque considero que no estamos ante 
un problema de revancha; en lo que a mí respecta, es la primera vez que estoy en el Gobierno, así que 
no estoy tomando ningún tipo de revancha. 


En consecuencia, digo una vez más que no tengo ningún problema en que se planteen en el 
Plenario todos los ejemplos correspondientes, incluso los referidos a las relaciones de los anteriores 
Gobiernos, entre colectividades diferentes a aquélla que quien habla integra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación correspondería pasar a considerar el punto que sigue en el 
orden del día. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: teniendo en cuenta que estamos ya sobre la hora de comienzo 
de la sesión ordinaria del Senado, sugeriría a la Mesa el levantamiento de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay observaciones, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 2 minutos) 
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